Comisión de Versión Taquigráfica N* 653 de 
Derechos Humanos 2011 


S/C 


DENUNCIA PRESENTADA POR CIUDADANOS 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 13 de julio de 2011 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señora Representante Daniela Payssé (ad hoc). 
MIEMBROS: Señores Representantes Nelson Alpuy, Gustavo A. Espinosa y Jorge Rodríguez. 


DELEGADO 
DE SECTOR: Señor Representante Andrés Abt. 


INVITADOS: Doctor Gonzalo Aires Frugone y Sargento 1” Darío Giménez. 


SEÑORA SECRETARIA.- Corresponde elegir Presidente ad hoc. 
SEÑOR ESPINOSA.- Propongo a la señora Diputada Payssé. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar. 


(Se vota) 


Tres en cuatro: afirmativa. 


(Ocupa la Presidencia ad hoc la señora Representante Payssé) 
SEÑORA PRESIDENTA ad hoc (Payssé).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Tenemos el gusto de recibir al doctor Gonzalo Aires Frugone y al Sargento Primero Darío Giménez. 


Les informamos que deberemos culminar esta entrevista en unos veinte minutos, dado que está prevista una 
sesión extraordinaria de la Cámara de Representantes para la hora 15 y tenemos que recibir a dos 
delegaciones más. 


SEÑOR AIRES FRUGONE.- Buenos días a todos. Muchas gracias por la gentileza de recibirnos. 


La inquietud por la que pedimos esta reunión fue motivada por un hecho que se podría calificar como 
bastante grave, que le ocurrió a mi cliente el día 20 de mayo, en uno de los operativos de saturación u 
operativos de seguridad, como se los conoce. 


Lo primero que debo decir es que, con anterioridad a nuestra comparecencia aquí, realizamos una denuncia 
penal en el Juzgado Penal de Crimen Organizado, lo que no tiene ningún fin ni tenor político; de hecho, tanto 
mi defendido como yo estamos de acuerdo con los operativos de seguridad, porque creemos que son 
necesarios en virtud de la situación que vive el país. 


En uno de esos operativos, realizado el 20 de mayo pasado, en horas de la mañana, en el barrio La Teja, 
sucedió un hecho en el que podríamos afirmar que se cometieron varios delitos, y no fue responsabilidad de 
particulares, sino que en este caso los sucesos son responsabilidad del Estado. 


El Sargento Primero dejó en su casa a su mamá, de 71 años, y a su hija, de 7 años, a su cuidado, y se fue a 
trabajar a la Policía. De pronto, la mamá del señor siente un estallido en la puerta de la casa y ve que alguien 
rompe la puerta e irrumpe, sin anunciarse ni tomar ningún tipo de precaución. Luego de romper la puerta, 
ingresan a la casa dos hombres encapuchados, sin ningún tipo de identificación, con armas de fuego de gran 
poder destructivo, que la señora no puede identificar porque no conoce de armas. Comienzan a moverse 
nerviosamente por la casa y a revolver todo. Imaginen la situación que atraviesa esta señora mayor, que hace 
dos años que vive en Montevideo, porque ellos son de Mercedes. Estamos hablando de que, de repente, dos 
encapuchados rompen la puerta de su casa y, sin ningún tipo de identificación, ingresan y se pasean por todos 
lados, revolviendo todo. 


La señora estaba bastante preocupada, sobre todo, por su nieta, que estaba en su cuarto, mirando televisión, 
les preguntaba qué pasaba, quiénes eran, qué buscaban. Luego de revolver la casa, se identifican diciendo que 
son policías; repito que no llevaban ningún tipo de identificación. 


Después de haber revuelto la casa de mi cliente, le preguntan a la señora quién vive en la finca del frente, y la 
señora les contesta: "Vivo sola". De todos modos, van a la casa del frente y también rompen la puerta, en un 
procedimiento totalmente irregular. Ingresan a esa vivienda, revuelven todo y luego de esa situación violenta 
y totalmente irregular e ilegal, se van sin dejar ningún tipo de acta, explicación ni identificación. 


El Sargento Primero Giménez pudo enterarse a través de vecinos del barrio que hace unos dos años en esa 
finca vivía una señora que había estado presa por narcotráfico. Pero esa señora no vive más ahí; vive en una 
casa ubicada en la vereda de enfrente. Por lo que mi cliente pudo informarse, la Policía se equivocó de casa 
debido a mala información. 


¿Dónde está la gravedad de estos hechos y por qué recurrimos a la Comisión de Derechos Humanos del 
Parlamento? Lo que digo como abogado; no soy docente de derecho penal en la Universidad de la República 
ni en la Universidad de Montevideo es que si una persona rompe la puerta de una casa e ingresa en forma 
violenta en la propiedad, portando arma de fuego, está cometiendo varios delitos: violación de domicilio, 
amenaza, etcétera. La cuestión es que, en este caso, esta conducta que se puede tipificar como criminal la 
tuvo el Estado que es el que, en teoría, debe garantizar la seguridad pública; en esa conducta incurrió la 
Policía, el Ministerio del Interior, en un operativo que se supone es para llevar seguridad al barrio incurrieron 
en varias conductas delictivas. 


Sabemos que ustedes no pueden resolver ni tomar medidas, pero queremos que, por lo menos, se informe 
desde otra autoridad al Ministerio del Interior. Repito que ya hicimos la denuncia penal en el Juzgado Penal 
de Crimen Organizado y en la Dirección de Seguridad de la Jefatura de Policía de Montevideo, para que, 
como corresponde esperemos que así se proceda, se investigue el hecho, se determinen responsabilidades y 
se sancione a las jerarquías del Ministerio que hayan dispuesto ese allanamiento irregular. Nosotros nunca 
supimos si hubo o no orden de allanamiento; tendría que haber existido, porque si no fuera así, sería más 
flagrante la violación de las leyes. Repito que nunca se identificó nadie ni se mostró ningún documento. 
Obviamente, el Juez da una orden de allanamiento cuando la Policía le aporta ciertas pruebas de que en un 
domicilio hay personas requeridas o efectos provenientes del delito. Se ve que en este caso la información 
que llegó a la Justicia fue errónea, lo que agrava más la actitud de la Policía, pues no solo cometió todos esos 
delitos, sino que indujeron al Juez a error al dictar una orden de allanamiento que suponemos que existió, 
pero que nunca vimos. 


Como decía, compartimos que se realicen allanamientos, operativos de seguridad y otro tipo de 
procedimientos, pero si se hacen dentro del marco legal; los compartimos y, como ciudadanos comunes y 
corrientes, nos parece que es lo mejor para la sociedad. Ahora bien, lo que pasó en la casa de mi cliente 
traspasa todas las barreras de la legalidad y de lo reglamentario. El Estado, que supuestamente tiene que 
garantizar el libre ejercicio de todos los derechos humanos no solo a través de sus Órganos normativos, sino 
también de una actitud positiva de gobierno, no solo no lo hace, sino que con su conducta incurrió en un 
montón de delitos. Si los que hubiesen incurrido en ese comportamiento hubiesen sido particulares, 
seguramente tendrían responsabilidad penal por ello. En este caso, es el Estado y, lamentablemente, con la 
impunidad que le da su poder frente a las personas, el que avasalla a la gente. 


No queremos que esto le pase a otras personas. Pretendemos que se investigue y se responsabilice a quien sea 
que corresponda, en el orden y mando que sea, porque, obviamente, en este caso hubo negligencia, ineptitud 
y no sabemos si también intención de parte de las jerarquías policiales al incurrir en estas conductas. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- Buenos días. Soy el Sargento Primero Darío Giménez; actualmente me 
desempeño como policía especializado, pero quiero aclarar que durante siete años fui policía ejecutivo 
de calle en dos Seccionales Policiales de la ciudad de Mercedes. 


Según lo que nos enseñaron y creemos, la Constitución es una sola. Nosotros siempre procedimos de una 
determinada manera, respetando los derechos de las personas en cada allanamiento. 


Hice allanamientos en procura de detención de personas, para confiscar drogas, etcétera. Todavía no soy 
Oficial; recién el año que viene iré a la Escuela de Oficiales. Pero reitero que fui policía ejecutivo y siempre 
detrás de nosotros iba un Oficial de Policía. Según los hechos salta a la vista cuando uno lee la denuncia, 
resulta claro que en este caso no fue un Oficial de Policía; inclusive, si hubiera participado alguno, de la 
forma en que entraron a mi casa, sería peor aún; sería un hecho demasiado grave. A lo que voy es a que los 
policías no solo tienen que ir con una orden judicial, sino también amparados por un oficial superior. Lo que 
yo pienso es que en el allanamiento los oficiales pueden haberse quedado sentados, en la camioneta, o no sé 
qué podían estar haciendo. Los que entraron lo hicieron en forma intempestiva, y queda la duda de si fue por 
desconocimiento o por abuso de funciones. Aparentemente, según tengo entendido, los que hicieron los 
allanamientos forman parte de una organización de elite dentro de la Policía, o sea que saben qué es lo que 
están haciendo. 


Yo creo que lo que cometieron fue abuso de funciones; por eso hice la denuncia. Quiero que se tomen las 
medidas que se tengan que tomar. Considero que a nadie le gusta que ingresen a su casa de esa forma y con 
peligro de vida porque; por ejemplo, a mi madre, casi le da un ataque al corazón al ver dos encapuchados que 
no se identificaron de ninguna manera y solo lo hacen después que la apuntan con un arma. Además, mi hija 
de siete años miraba una metralleta y lo que pensó fue cualquier cosa, menos que era algo bueno. 


SEÑOR AIRES.- Para finalizar, como decía mi cliente, no se respetó ningún tipo de norma de orden 
jerárquico. La ley de procedimiento policial establece un montón de normas de procedimiento, de 
observación, antes de actuar que, en este caso, no se respetaron para nada. 


Por otra parte, en cuanto al uso de las armas, según el procedimiento policial deben ser utilizadas de cierta 
manera y en determinadas ocasiones, y en este caso, tampoco se cumplieron con ninguno de los requisitos. 


Imaginemos si a cualquiera de nosotros nos sucediera lo mismo: estamos en nuestras casas con una persona 
mayor y con una menor de edad y de buenas a primeras rompen la puerta de la casa ingresan personas 
encapuchadas que al pasar tiran las sillas y rompen todo, además con armas de fuego con el peligro de que se 
puedan disparar y matar a alguien. ¿Quién responde ante eso? ¿El Estado? Difícil. Disculpen las palabras, 
pero el Estado con esto ya probó su ineptitud e ineficacia total en este caso en particular. 


¿El Estado habría respondido si hubiere habido algún lesionado o si a alguien le hubiera dado un infarto, si la 
niña se hubiere descompensado o pasara cualquier otra cosa? Yo creo que no. Entonces, nos preguntamos 
cuál es el Estado de derecho en el que nosotros, los uruguayos, estamos insertos. ¿Es este el Estado de 
derecho? Se parece más a una práctica de un Estado totalitario o dictatorial que a un Estado republicano y 
democrático, supuestamente como el nuestro. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- Quiero agregar que mi madre estaba en la cocina, que tiene un ventanal de dos 
por tres metros; los policías no rodearon la casa, simplemente entraron por el frente y echaron abajo la 
puerta. Esta es una acción totalmente irregular porque tendría que haberse rodeado la casa ya que 
andaban en busca de alguien supuestamente peligroso o que se fuera a fugar de la policía. El 
procedimiento correcto es rodear la casa, en caso de que no se atienda, golpear, anunciarse y con la 
debida orden de allanamiento proceder. Reitero que lo que sucedió fue totalmente irregular. 


Quizás los señores legisladores puedan estar dudando de mi integridad como funcionario policial y es lógico 
porque a uno le hacen un allanamiento. Por este motivo, quiero aclarar que tengo 6” año de liceo, orientación 
derecho y que actualmente estoy cursando la carrera de analista de sistemas. 


Hicieron ese allanamiento pero sin investigar absolutamente nada. Esta mujer estaba viviendo allí, y seis 
meses antes había salido de la cárcel y se instaló luego en frente de mi casa donde tiene un almacén. Presumo 
que sigue los mismos pasos por lo cual no permití que mi familia fuera a comprar absolutamente nada allí. 
Quiere decir que si la brigada antidroga o quien haya resuelto hacerme un allanamiento, hubiera hecho lo que 
correspondía, hubiera constatado que nosotros no teníamos nada que ver con esta gente. 


SEÑOR ESPINOSA.- Con seguridad, posteriormente conversaremos con los integrantes de la 
Comisión, no solo el tenor sino también el alcance de lo expuesto. 


Me gustaría plantear una o dos preguntas que para mí son fundamentales, aunque creo que fueron 
respondidas por el invitado. De todos modos, quisiera dejarlas planteadas. 


¿Está determinado quién o quiénes son los responsables de determinar en qué casas hay que hacer el 
allanamiento conforme a las pruebas o a los indicios que se tienen? ¿Eso es determinado por alguna unidad 
en particular? ¿Cómo es el procedimiento que se acostumbra hacer? 


Por otra parte, ¿en ese momento existía una orden judicial para hacer el allanamiento? 


SEÑOR ALPUY.- Estamos frente a una situación dolorosa, a una actitud de una actuación policial que 
ha tenido consecuencias. Hoy toda la población está un poco impresionada por diferentes actitudes que 
a nivel social se están viviendo. La policía ha tenido que modificar sus actuaciones y sus procedimientos 
frente a determinadas circunstancias. Me quedan claras las dos situaciones que se han expresado tanto 
por el doctor Aires como por el Sargento Primero Giménez. 


De todas maneras, me quedó una duda sobre lo que expresó el doctor Aires. En un momento de su alocución 
habló de intencionalidades. Me gustaría saber cuál es su análisis cuando refiere a que pudieron haber 
intencionalidades. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Voy a hacer una consideración y plantear una pregunta. 


Creo que en ningún momento los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos han manifestado dudas 
acerca de los dichos. Nos limitamos a escuchar. La verosimilitud de lo planteado por el señor Sargento 
Primero Giménez no va en relación con los estudios que pueda tener; así no tuviera los estudios que tiene, 
para nosotros los legisladores son válidos todos los testimonios. Es totalmente independiente lo que pueda 
significar el grado de estudio que tenga la persona que concurre a este ámbito. Generalmente, cuando se 
recurre a la Comisión de Derechos Humanos es para buscar protección en los derechos y estos se les protege 
a todos. Quería hacer esta aclaración porque, de lo contrario, quedaba constancia en la versión taquigráfica de 
algo que no está en el ánimo de ninguno de los legisladores; me atrevo a tomar la responsabilidad de decirlo 
por todos. 


Por otro lado, quiero plantear que los hechos ya fueron narrados y no los voy a reiterar. Esta denuncia ya está 
en el ámbito del Poder Judicial y, por lo tanto, ustedes conocen lo de la independencia de Poderes. Además, 
hubo una denuncia planteada en Jefatura de Policía, en el Ministerio del Interior. Seguramente, la Dirección 
de Asuntos Internos creo que así se llama porque se le cambió el nombre es la que deberá estar procesando 
este tema, es decir, investigando si se siguieron los caminos digo esto como consecuencia de lo que leí en la 
fotocopia de la denuncia que se hizo en los ámbitos correspondientes. 


Por último, quiero hacer una apreciación de carácter general. 


Esta actividad se hizo en el marco de los llamados "megaoperativos" u "operativos de saturación". Es posible 
que en el marco de esas actividades existan situaciones como las que se plantean y está bueno que se 
presenten ante el Poder Judicial. Iba a hacer referencia al Código de Procedimiento Policial pero ya lo hizo el 
doctor Aires con lujo de detalles, por lo que me eximo de ello. 


Hay un marco para el trabajo de la policía, votado por este Parlamento en la Asamblea General, en acuerdo 
con todos los partidos integrantes de este Poder Legislativo que, a través de la ley antes era a través de 
resoluciones internas del Ministerio asegura, precisamente, los procedimientos a seguir. Por tanto, nosotros 
los legisladores también estamos compenetrados de cuál debe ser el procedimiento. 


Quería hacer esta aclaración al Sargento Primero, señor Giménez en cuanto a que no le quede duda ni 
sospecha de lo que podamos escuchar en este momento; simplemente vamos a hacernos cargo de lo 
planteado, pues hay organismos que debieran estar tomando esta situación a texto expreso. 


SEÑOR AIRES.- Nunca se nos exhibió ni sabemos si existe la orden de allanamiento. Una de las 
pruebas solicitadas a la Justicia en la denuncia que se ofició al Ministerio del Interior para que remita 
la copia del acta de allanamiento y la copia de las pruebas si las hubo que presentó la policía al Juez a 
efectos de que autorizara el allanamiento. Los Jueces no autorizan allanamientos porque sí, sino que se 
necesitan pruebas de que en ese sitio existen actividades de apariencia delictiva. 


Aparentemente, todo fue un error. Queremos saber qué se presentó al Juez para que autorizara el 
allanamiento. 


¿Quién es el responsable? De acuerdo con la Ley de Procedimiento Policial, se establecen diferentes 
responsabilidades. Los jerarcas, en este caso, quien comandó el operativo de saturación, son los responsables 
del operativo y de todo lo que en él sucede. Desconozco si la orden de allanamiento existe, pero la pudieron 
haber solicitado las autoridades de la Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, del 
Departamento de Hurtos y Rapiñas, del Departamento de Automotores. No sé qué dependencia policial 
originó este pedido de allanamiento. 


Además de la responsabilidad de quien solicitó el allanamiento, está la responsabilidad de quien lo presenció, 
que supongo que fue el Director de Seguridad. Según mi cliente, se quedaban afuera, en una camioneta, 
observando cómo se desarrollaba el allanamiento aparentemente legal. 


En cuanto a la intencionalidad, cuando tanto en el ámbito penal como administrativo se comete una falta, un 
delito o una conducta antisocial, puede corresponder el título de culpabilidad, que puede ser culpa o dolo, que 
es la intención. Aquí, le corresponde valorar a la Justicia, que es el órgano competente, si existió culpa, 
negligencia, impericia o imprudencia de parte de la policía, este último, el grado mínimo de reproche que se 
puede hacer por la conducta. Por encima de eso, no sabemos si hubo algún tipo de intencionalidad; no puedo 
afirmarlo, porque no conozco si existió motivo alguno para la intención de este hecho, pero me cuesta creer 
en la inequidad, ineptitud e ineficacia de los funcionarios profesionales no hablamos solo de agentes, sino de 
licenciados universitarios en seguridad y de altos jerarcas del Ministerio del Interior para proceder de esta 
manera. 


Más allá de la culpa, negligencia, imprudencia o impericia, pudo haber habido algún tipo de intencionalidad. 
Desconozco si la hubo y cuáles pudieron haber sido los motivos. Me cuesta creer en la ineptitud con la que se 
trató este caso en particular. 


Sé que pudo haber errores, porque son procedimientos nuevos que se tratarán de perfeccionar con el paso del 
tiempo, que somos seres humanos y que a nadie escapa que no se equivoca quien no trabaja, pero acá no 
hablamos de errores, sino de horrores, de violación de las leyes, de la Constitución de la República y de 
disposiciones internacionales. Por esos errores, pudo haber sucedido una desgracia mayor. 


SEÑOR GIMÉNEZ.- Desde el punto de vista práctico, dijeron: "Vamos a hacer un allanamiento", y 
desempolvaron listas en que figuran casas en las que, supuestamente, se venden drogas. Pero no 
constataron quiénes viven en Ascasubi 4673; hace dos años que yo resido ahí. Me parece que no se hizo 


nada de lo que se tiene que hacer en forma previa a allanar la casa de un ciudadano; lo mínimo, que es 
investigar un poco. 


Cuando me refería a los estudios, es porque quiero superarme. Sabemos que, lamentablemente, la mayoría de 
los policías tienen muy pocos estudios. Yo pretendo que mi perfil se vea como el de alguien que quiere 


superarse. Increíblemente, no fui allanado por un delincuente, sino por mis pares. Por eso mi duelo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Agradecemos la presencia del doctor Gonzalo Aires Frugone y el Sargento 
Darío Giménez. 


(Se retiran de Sala el doctor Gonzalo Aires Frugone y el Sargento Primero Darío Giménez) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


